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ACTA Nº 12-12
Sesión celebrada el 09 de abril de 2012
Acta de la sesión ordinaria número doce de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con treinta y siete minutos del nueve de abril del dos mil doce.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II; M.Sc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; M.Sc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: M.Sc. Eduardo Calderón Odio, Vocal V.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 12-12, del 09 de abril de 2012.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,             2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 11-2012, del 26 de marzo de 2012; 4.- Correspondencia,  5.-Informe de Presidencia, 6.- Informe de la Comisión de Aranceles – Licda Rocío Leiva, 7.-Informe de Directores y Directoras, 8.-Informe de la Dirección Ejecutiva,  9.- Asuntos Breves de Fiscalía.
SE ACUERDA 2012-12-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla.  Nueve votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 11-12, DEL 26 DE MARZO  DEL 2012.
Revisada el acta 11-12 del 26 de marzo del 2012 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2012-12-002 Aprobar el acta 11-12 celebrada el 26 de marzo del 2012, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Nueve votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 

ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.
1. Nota suscrita por el Sr. Freddy Brenes Granados, Recursos Humanos, con el VB del Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, mediante la cual solicitan considerar que el puesto de Secretaria RAC sea transformado en un puesto de Asistente II RAC con un salario de Equidad Interna de ¢423.978.00 por mes. El contenido presupuestario para el pago salarial de la diferencia entre el puesto de Secretaria RAC y de Asistente II RAC que es por la suma de ¢113.978.00 mensual,  se tome de la diferencia entre el aumento general presupuestado para el primer semestre 2012 (6%) y el aprobado por la Junta Directiva para el mismo periodo (3.17%). Lo anterior porque requiere nuevas funciones: -Dar soporte a la  Directora del Centro, en atención a los usuarios y en actividades que se den en forma simultánea, propias del mismo. -Manejo de varios idiomas, con el propósito de responder a las necesidades imperiosas de la internacionalización del Centro. -Redacción de documentos relacionados con la mediación y arbitraje.-Verificación de procedimientos de mediación y arbitraje. -Notificaciones. -Análisis de documentación y criterios.
SE ACUERDA 2012-12-003 Conocida la recomendación de la Dirección Ejecutiva y el Departamento de Recursos Humanos, se aprueba que el puesto de Secretaria del Centro de Justicia Alternativa (RAC),  sea transformado en un puesto de Asistente II RAC con un salario de Equidad Interna de ¢423.978.00 por mes. El contenido presupuestario para el pago salarial de la diferencia entre el puesto de Secretaria RAC y de Asistente II RAC que es por la suma de ¢113.978.00 mensual, se tome de la diferencia entre el aumento general presupuestado para el primer semestre 2012 (6%) y el aprobado por la Junta Directiva para el mismo periodo (3.17%). Lo anterior debido a que las nuevas funciones agregan al perfil del puesto más valor a los factores de responsabilidad y conocimientos, siendo que no solo se requieren conocimientos en el área de secretariado, sino que además, se le suma funciones administrativas de un nivel superior en asistencia al Director del Centro, así como un conocimiento más amplio de idiomas y en el área del derecho. Nueve votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Departamento de Recursos Humanos. 
2. Informe AL-94-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, donde. “Se ha remitido a esta asesoría el oficio de fecha 23 de febrero del año 2012, dirigido a esta Junta Directiva por el Lic. Andrés Jiménez Vega, en su condición de Defensor Social Laboral. En él el Lic. Andrés Jiménez Vega, dice que en el año 2009 recibió por parte del Colegio la primera capacitación para defensores sociales laborales, convirtiéndose en graduado de la primera generación. Expresa que a inicios de esa capacitación le indicaron que no iba a recibir salario alguno, pero sí un porcentaje de las costas, las cuales quedaron fijadas en un 60% para el defensor y un 40% para el programa. Que el Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de San José tomó la decisión de otorgar todo el monto de las costas de un proceso en donde era Defensor Social, al Colegio, basado en un acuerdo de Junta Directiva del cual no ha sido notificado pese a ser parte interesada. Que el Colegio en forma unilateral ha cambiado en su perjuicio las circunstancias de su contratación como defensor Social. Expresa que de haber un acuerdo de Junta Directiva en ese sentido, resultaría nulo por contravenir la legislación procesal en cuanto a que las costas se entregan siempre a persona física y nunca a persona jurídica. Manifiesta que nunca ha firmado un documento en el que done el 100% de las costas al Colegio. Manifiesta que esta decisión es un vil insulto hacia él y todo el trabajo realizado como defensor social. Expresa que la Junta Directiva no puede vanagloriarse de un proyecto que han dejado en abandono. Indica que las costas le permiten seguir dando el servicio que hasta el momento ha realizado con diligencia y honradez. En consecuencia, pide a la Junta Directiva que defina el aspecto de costas y que se respete el acuerdo original de 60% para el defensor y 40% para el proyecto. Asimismo, pide audiencia a la Junta Directiva para exponer una serie de inconsistencias que se vienen dando en la Defensoría Social Laboral de Goicoechea desde que se abrió, precisamente por tener este proyecto simplemente como de naturaleza política y no como lo que debería ser. Presenta jurisprudencia e indica el Departamento Legal: “Sentado lo anterior, es necesario indicar al gestionante que el tema de la Defensoría Social del Colegio fue una idea que no quedó legalmente fraguada como programa oficial de la corporación, sino a partir de agosto de 2010. De tal suerte que atendiendo al espíritu de gratuidad que suponen los servicios de las defensorías sociales y de los defensores que las conforman, mediante el acuerdo de Junta Directiva Nº 2010-33-009, tomado en la sesión 33-10, celebrada el 6 de setiembre del año 2010, se establecieron las siguientes reglas a seguir: “SE ACUERDA 2010-33-009 Se aprueba la apertura cuentas contables para registrar los ingresos que genera la Defensoría Social. El monto recaudado, se destinará el 50% al mantenimiento de los programas de responsabilidad social del Colegio y el restante 50% se destinará a un fondo de becas y capacitación de los mismos defensores sociales. Para tal efecto, los defensores sociales en los procesos que participen indicarán al Despacho Judicial respectivo que el pago de las costas deberá girarse al Colegio de Abogados. Cinco votos.” En ese orden de ideas, es más que claro que los defensores sociales que existían antes de la oficialización del programa de Defensoría Social, sea, antes del año 2010, pasaron a formar parte del mismo simplemente por una gracia de la corporación, no porque tuvieran algún derecho adquirido en ese u otro sentido. Eso supone que los defensores sociales se deben regir por las reglas del programa oficial de Defensoría Social, no por las concesiones, convenios o simples conversaciones que hubieren tenido con anterioridad a esa fecha con cualquier personero del Colegio. No debe perder de vista el gestionante que los defensores sociales por su naturaleza y por ser profesionales que por su propia voluntad pertenecen al programa señalado, no los une ningún vínculo laboral o económico ni con el Colegio ni con su patrocinado, de allí que no sea ni correcto ni cierto afirmar que el Colegio varió unilateralmente las circunstancias de su contratación. Por esa razón los defensores sociales no tienen derecho alguno a honorarios por su labor. También es importante hacerle ver a don Andrés que el programa de Defensorías Sociales pertenece al Colegio y es parte de su política de desarrollo y defensa de los derechos humanos y de cumplimiento de su responsabilidad social corporativa, razón por la cual puede tomar los acuerdos y consideraciones que estime conveniente en cuanto al programa sin necesidad de pedirle su conformidad a él o a otro defensor social, pues, ninguna de las actuaciones en ese sentido, crean derechos subjetivos o están revestidas de un interés legítimo a su favor.  Por otra parte, resulta incomprensible la afirmación del petente en el sentido de que las costas de los procesos en los que se desempeña como defensor social le pertenecen. No solamente no tiene derecho ninguno a honorarios como se dijo, sino que además, las costas de esos u otros procesos no le pertenecen pues éstas las puede cobrar únicamente la parte victoriosa, no el abogado de esa parte, precisamente para que no se incurra en abusos como el presente.  Finalmente, resta decir que el asunto de costas y honorarios está claramente definido desde el inicio oficial del programa a partir del año 2010 y con la adopción del acuerdo de Junta Directiva antes señalado. No hay motivo alguno para variarlo, mucho menos puede pretenderse honrar acuerdos hechos por personas antes del inicio oficial de dicho programa. Las Defensorías Sociales están ideadas para sostenerse con los dineros provenientes de las costas de los procesos que lleven los defensores sociales y éstos, por su naturaleza no tienen derecho al cobro de honorarios. De esto es conocedor el gestionante porque así se le ha hecho ver en múltiples ocasiones. En consecuencia, lo procedente es rechazar el reclamo formulado por el Lic. Andrés Jiménez Vega, advirtiéndole al gestionante que contra esta resolución no cabe recurso alguno, ni siquiera ante la Asamblea General, por no tratarse de un asunto que revista intereses vitales para el funcionamiento de la corporación”.
 
SE ACUERDA 2012-12-004 Acoger el informe AL-94-2012, del Departamento Legal, sobre respuesta a consulta formulada por el Lic. Andrés Jiménez Vega, en su condición de Defensor Social Laboral, donde solicita a la Junta Directiva que defina el aspecto de costas y que se respete el acuerdo original de 60% para el defensor y 40% para el proyecto. Indicar al gestionante que el tema de la Defensoría Social del Colegio fue una idea que no quedó legalmente fraguada como programa oficial de la corporación, sino a partir de agosto de 2010. De tal suerte que atendiendo al espíritu de gratuidad que suponen los servicios de las defensorías sociales y de los defensores que las conforman, mediante el acuerdo de Junta Directiva Nº 2010-33-009, tomado en la sesión 33-10, celebrada el 6 de setiembre del año 2010, se establecieron las siguientes reglas a seguir: “SE ACUERDA 2010-33-009 Se aprueba la apertura cuentas contables para registrar los ingresos que genera la Defensoría Social. El monto recaudado, se destinará el 50% al mantenimiento de los programas de responsabilidad social del Colegio y el restante 50% se destinará a un fondo de becas y capacitación de los mismos defensores sociales. Para tal efecto, los defensores sociales en los procesos que participen indicarán al Despacho Judicial respectivo que el pago de las costas deberá girarse al Colegio de Abogados. Cinco votos.” En ese orden de ideas, es más que claro que los defensores sociales que existían antes de la oficialización del programa de Defensoría Social, sea, antes del año 2010, pasaron a formar parte del mismo simplemente por una gracia de la corporación, no porque tuvieran algún derecho adquirido en ese u otro sentido. Eso supone que los defensores sociales se deben regir por las reglas del programa oficial de Defensoría Social, no por las concesiones, convenios o simples conversaciones que hubieren tenido con anterioridad a esa fecha con cualquier personero del Colegio. No debe perder de vista el gestionante que los defensores sociales por su naturaleza y por ser profesionales que por su propia voluntad pertenecen al programa señalado, no los une ningún vínculo laboral o económico ni con el Colegio ni con su patrocinado, de allí que no sea ni correcto ni cierto afirmar que el Colegio varió unilateralmente las circunstancias de su contratación. Por esa razón los defensores sociales no tienen derecho alguno a honorarios por su labor. También es importante hacerle ver a don Andrés que el programa de Defensorías Sociales pertenece al Colegio y es parte de su política de desarrollo y defensa de los derechos humanos y de cumplimiento de su responsabilidad social corporativa, razón por la cual puede tomar los acuerdos consideraciones que estime conveniente en cuanto al sin necesidad de pedirle su conformidad a él o a otro  social, pues, ninguna de las actuaciones en ese sentido, crean derechos subjetivos o están revestidas de un interés legítimo a su favor.  Por otra parte, resulta incomprensible la afirmación del petente en el sentido de que las costas de los procesos en los que se desempeña como defensor social le pertenecen. No solamente no tiene derecho ninguno a honorarios como se dijo, sino que además, las costas de esos u otros procesos no le pertenecen pues éstas las puede cobrar únicamente la parte victoriosa, no el abogado de esa parte, precisamente para que no se incurra en abusos como el presente. Finalmente, resta decir que el asunto de costas y honorarios está claramente definido desde el inicio oficial del programa a partir del año 2010 y con la adopción del acuerdo de Junta Directiva antes señalado. No hay motivo alguno para variarlo, mucho menos puede pretenderse honrar acuerdos hechos por personas antes del inicio oficial de dicho programa. Las Defensorías Sociales están ideadas para sostenerse con los dineros provenientes de las costas de los procesos que lleven los defensores sociales y éstos, por su naturaleza no tienen derecho al cobro de honorarios.  En consecuencia, se rechaza el reclamo formulado por el Lic. Andrés Jiménez Vega. Nueve votos. Responsable: Secretaría Comunicar.
3. Copia de nota CA-DSR-49-12, suscrita por el Lic. Rodolfo Golfín Leandro, Director de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa, dirigida al Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, donde informa que se realizó la inspección del inmueble de Liberia con el Topógrafo Gilbert Enrique Oconitrillo Vargas y la Licda Krissel Chacón Aguilar, constatándose la ubicación y linderos del inmueble, teniendo por recibidos los puntos de alineamiento. Se constató además la necesidad de corregir el lindero sur para adecuarlo al alineamiento que indica el Topógrafo, siendo que actualmente hay una desviación que aumenta la cabida de la propiedad a favor del Colegio. Dicho trabajo no tiene carácter de urgente, sin embargo es conveniente adecuar las medidas. Se pudo corroborar por medios testimoniales que el inmueble sufre la inundación parcial en época lluviosa, problema que se puede corregir con trabajos de canalización de aguas, según criterio del Topógrafo supracitado. Hay una parte del inmueble que por su mayor elevación no presenta dicho problema. Por ultimo considera esta Dirección que la zona donde se ubica el inmueble tiene un importante potencial y excelente ubicación dada su cercanía con Liberia, Carrillo, Santa Cruz, entre otros distritos, por lo que se sugiere valorar futuras inversiones que permitan el óptimo desarrollo y uso del mismo. 
SE ACUERDA 2012-12-005 Acoger la recomendación de la Dirección de Sedes Regionales, planteada mediante nota CA-DSR-49-12, con respecto al inmueble propiedad del Colegio que se ubica en Liberia, por lo que se aprueba, proceder a realizar los trabajos necesarios para corregir el lindero sur y así adecuarlo al alineamiento, los trabajos de canalización de aguas y cercado y darle el debido mantenimiento tanto al dicho inmueble como a los demás terrenos propiedad de la Corporación. Nueve votos. Responsable: Dirección de Sedes Regionales. Comisión de Finanzas e Inversiones.
Al ser las dieciocho horas con cincuenta y siete minutos ingresa la Licda. Rosibel Jara Velásquez. 

4. Nota DAI-119-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria del Lic. Andrés Chamberlain Gallegos, graduado en la Universidad de San José. Cumple con los requisitos para la incorporación.

SE ACUERDA 2012-12-006 Aprobar la incorporación extraordinaria del Lic. Andrés Chamberlain Gallegos, graduado en la Universidad de San José. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesado, Departamento de Incorporaciones.

5. Nota DAI-120-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núnez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Ana Karolina Quirós Vaglio, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.

SE ACUERDA 2012-12-007 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Ana Karolina Quirós Vaglio, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
6. Nota DAI-121-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Marcela María Jiménez Ureña, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-12-008 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Marcela María Jiménez Ureña, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
7. Nota DAI-122-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Vanessa Herrera Meza, graduada en la Universidad Metropolitana Castro Carazo. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-12-009 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Vanessa Herrera Meza, graduada en la Universidad Metropolitana Castro Carazo. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
8. Nota DAI-123-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Nadaly Adriana Rodríguez Rojas, graduada en la Universidad Federada de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-12-010 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Nadaly Adriana Rodríguez Rojas, graduada en la Universidad Federada de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME.  Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
9. Nota DAI-124-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria Licda. Selenia Arce Prendas, graduada en la Universidad Autónoma de Centro América. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-12-011 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Selenia Arce Prendas, graduada en la Universidad Autónoma de Centro América. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones.
Al ser las diecinueve la MSc. María Cristina Gómez Fonseca, sale por un momento de la Sala de Sesiones. 

ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.

5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, recuerda que el próximo jueves 12 de abril, se llevará a cabo, la firma del “Convenio entre el Colegio de Abogados y Abogadas y la Asamblea Legislativa, para el estudio y depuración del ordenamiento jurídico”. 
ARTICULO 6)  INFORME DE ARANCELES.
6.1 Exp. N° 66-2011.- Denuncia de la Licda. Damaris Villalta Soto contra el Lic. Alberto Barraquiso Leitón.  I.- Refiere la Licda. Villalta que es dueña de un inmueble dentro del Condominio Residencial Malibú en San Pablo de Heredia y en Asamblea de Condóminos de 30 de julio de 2011 los copropietarios presentes decidieron contratar al Lic. Barraquiso para contestar Recurso de Amparo que el Condominio Guaria Morada presentó contra la Municipalidad de San Pablo, el Ministerio de Salud y el Condominio Malibú, labor profesional por la que dicho abogado cobró quinientos mil colones. II.- Agrega la denunciante que al  enterarse del cobro, por considerarlo excesivo, se opuso, pero el Administrador del Condominio por temor a que el abogado cobrara intereses, canceló en dos pagos el total. Y mayor fue su sorpresa al recibir un correo del Administrador comunicando que además de ese pago había que cancelarle al Lic. Barraquiso un millón de colones adicionales, por cuanto el recurso fue denegado por la Sala Constitucional y así el Condominio Malibú se evitó ir a un juicio civil cuyos honorarios, según el Lic. Barraquiso, hubieran sido dos millones ochocientos mil colones, pero como otro colega que vive en el Condominio Malibú le pidió insistentemente que ayudara a los condóminos, así el tuvo la generosidad de cobrar únicamente un millón de colones. Considera la denunciante que es un abuso del Lic. Barraquiso el querer cobrar esa suma adicional puesto que aceptó contestar el recurso por quinientos mil colones, que de por sí es excesiva habida cuenta de que el Arancel fija tal labor en la suma de ciento cincuenta mil colones y los abogados sólo pueden excederse cuando hay un acuerdo escrito en ese sentido, o sea que a más de cobrar cuatro veces más lo que fija el Arancel pretende un millón de colones adicional. Expone además la Lic. Villalta que la labor del Lic. Barraquiso, como se puede apreciar de las pruebas documentales, aparte de que el asunto no envolvía ninguna complejidad es lo cierto que:  “El escrito que presentó mi Colega, es una copia de varios documentos que se le entregaron a dicho Profesional, donde ya se había ventilado este asunto ante la Municipalidad de San Pablo de Heredia. Es decir, que no descubrió el agua caliente, aún sin que, el Condominio Malibú hubiese presentado una contestación. Este asunto por supuesto que a todas luces no era de conocimiento de la Sala Constitucional sino de la Jurisdicción Ordinaria. Por ejemplo: Véase el escrito que en Setiembre del 2009, presentó la suscrita ante la Municipalidad de San Pablo y el Ministerio de Salud. Como puede apreciarse dicho asunto no conlleva ningún tipo de complejidad. Además la Sala Constitucional declaró sin lugar el Recurso de Amparo por considerar que no es competencia de ellos, sino de los Tribunales Civiles.”  Concluye la Licda Villalta haciendo hincapié que en ningún momento el Lic. Barraquiso convino en cobrar suma adicional en el evento de que se rechazara el Recurso y puede observarse en el correo en que cobra el millón de colones adicional, que lo fundamenta en: “Pago pendiente por Honorarios por Litigio Ganado (Success Fee).”  Cuando lo único que hizo fue contestar el recurso de amparo, sin tramitar litigio alguno. Pide se resuelva conforme a derecho la controversia en el monto de honorarios, se  obligue al Lic. Barraquiso a cobrar conforme al Arancel, se le prevenga la devolución de la suma cobrada de más, sean trescientos cincuenta mil colones y no se acepte el cobro indebido de un millón de colones. III.- Concedida audiencia al Lic. Barraquiso sobre la denuncia de la Licda. Villalta, la contestó así:  “Que el señor Luis Rimolo, administrador de Condominios Residencial Malibú, ubicado en Heredia, me solicitó que contestara recurso de amparo incoado en contra del condominio por Condominio Guaria Morada, por lo cual le cobré la suma de quinientos mil colones, y en caso de que dicho recurso le fuere declarado sin lugar al recurrente, el condominio malibu no tendría que tener una erogación de más de doce millones para la construcción de un muro, razón por la cual el contrato verbal que realicé con el  administrador pactamos que el condominio me cancelaría la suma adicional de un millón de colones, pero ante la situación que me indicó el administrador  precaria del (sic) le hiciera u (sic) descuento  al (sic) lo cual accedí y le cobré una suma adicional de trescientos mil colones, razón por la cual la denuncia además de ser irrespetuosa por parte de la colega es atipita (sic), ya que el arancel de honorarios de abogados establece la suma mínima a pagar, y ello no implica que el monto de ciento cincuenta mil colones que establece como mínimo sea el que se debe cobrar … y además que el negocio  jurídica (sic) de cosa y precio fue con el administrador de condominios malibu, y al día de hoy no existe ninguna denuncia planteada por dicha persona jurídica, y según la Ley de Propiedad Horizontal  el administrador del condominio en su carácter de apoderado general, con facultades suficientes para formalizar el contrato de servicios verbal suscrito con el suscrito por lo que la denunciarte (sic) carece de legitimación, agradezco se declare sin lugar la denuncia y se archive la misma…”  El Lic. Barraquiso no ofreció prueba.  IV.- La competencia de esta Comisión está enmarcada en el artículo 10 del Arancel vigente, en los siguientes términos: “Corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias  en cuanto a la interpretación  de este Arancel.”  Si bien la  Licda .Villalta plantea una controversia por honorarios de abogado, de acuerdo con lo expuesto por el Lic. Barraquiso y la propia denunciante,  la contratación de los servicios profesionales se dio por parte del Condominio Malibú a través de su Administrador, representante legal, quien procedió a pagar los quinientos mil colones que el Lic. Barraquiso cobró por la contestación del recurso de amparo, de manera que esta Comisión considera que la Licda. Villalta carece legitimación para reclamar devolución de honorarios profesionales y consecuentemente esta Comisión carece de competencia para conocer la denuncia por la controversia planteada. POR TANTO: La quejosa no tiene legitimación para plantear la denuncia de comentario, por lo que la Comisión se declara incompetente para conocer la denuncia planteada por la Licda. Villalta. 

SE ACUERDA 2012-12-012 Aprobar el informe, presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre la consulta planteada por la Licda. Damaris Villalta Soto contra el Lic. Alberto Barraquiso Leitón, en el sentido que la quejosa no tiene legitimación para plantear la denuncia de comentario, por lo que la Comisión se declara incompetente para conocer la denuncia planteada por la Licda. Villalta. Nueve votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
6.2 Exp. N° 60-2011 Recurso de Apelación del Lic. José Francisco Masís Mata. I.- El Lic. Masís Mata consultó a esta Comisión si el cobro de quinientos mil colones que le hizo al Sr. Gustavo García Torres por la revisión de una sentencia penal estaba correcto por cuanto el cliente, una vez resuelta por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, se mostró inconforme con el monto convenido. II.- Esta Comisión dispuso remitir al consultante a lo que dispone el artículo 10 del Arancel vigente, el cual enmarca el ámbito de competencia de la Comisión y dentro del mismo no calza la consulta de comentario, por lo que se inhibió de externar criterio y remitió al consultante al artículo 40 del Arancel. III.- Inconforme con esa resolución el Lic. Masís planteó Recurso de Apelación y Ampliación. IV.- El artículo 10 del Arancel muy claramente expresa: “Corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando  surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación del Arancel. La Comisión de Aranceles informará a la Junta Directiva su recomendación de tales casos, dudas o controversias para que ésta decida en el ejercicio de su competencia. Toda resolución de la Junta Directiva en relación con los casos provenientes de la Comisión de Aranceles, sólo tendrá recurso de revocatoria ante la propia Junta Directiva, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que se notifique a los interesados, con las salvedades  de Ley en cuanto a las notificaciones vía fax.”  (El resaltado rojo no es del original). La consulta no se refiere a un caso no previsto por el Arancel y el artículo 40  ibídem a cuya lectura se remitió al consultante no necesita interpretación porque claramente establece que en los recursos de revisión de sentencias penales, los honorarios mínimos no podrán ser inferiores a quinientos mil colones,  suma que el recurrente confiesa haber cobrado. Conforme a la redacción del artículo 10 del Arancel, que igualmente se le citó al consultante, las resoluciones de esta Comisión SOLO TIENEN RECURSO DE REVOCATORIA ANTE LA JUNTA DIRECTIVA, por lo que el Recurso de Apelación Interpuesto ante esta Comisión es inadmisible y en cuanto a la ampliación solicitada, el artículo 40 ibídem es claro al establecer que el honorario mínimo por recurso de revisión de sentencias penales fija un honorario mínimo de quinientos mil colones, suma que el consultante afirma haber cobrado. POR TANTO: Por las razones expuestas se rechaza el recurso de apelación del Lic. Masís Mata y se amplía la resolución impugnada reiterándole al recurrente que los honorarios profesionales para el recurso de revisión de sentencias penales fija un mínimo de quinientos mil colones. Notifíquese.

SE ACUERDA 2012-12-013 Aprobar el informe, presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre Recurso de Apelación del Lic. José Francisco Masís Mata. Por las razones expuestas se rechaza el recurso de apelación del Lic. Masís Mata y se amplía la resolución impugnada reiterándole al recurrente que los honorarios profesionales para el recurso de revisión de sentencias penales fija un mínimo de quinientos mil colones. Nueve votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
6.3 Expediente:  004-2012 Consulta de honorarios presentada por el Lic. Manuel Antonio Solano Ureña, Abogado y Notario externo del Bando Nacional de Costa Rica. Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel F. RESULTANDO: 1. Conoce esta Comisión de la consulta planteada por el Lic. Manuel Antonio Solano Ureña, en su condición de Abogado y Notario externo del Banco Nacional de Costa Rica, en el sentido de si el tiempo que toma al profesional para desplazarse de su oficina y obtener los documentos del Registro Público necesarios para la presentación del cobro judicial, puede cobrarse por aparte de los honorarios profesionales establecidos en el Arancel respectivo equiparándolo al art. 93 del Arancel que otorga la posibilidad de cobro adicional en materia notarial, ó bien, si forma parte del honorario establecido para el proceso judicial. 2. Vista las consulta planteada, resuelve esta Comisión con base en el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo No. 32493-J, en adelante ¨ El Arancel ¨, Redacta el Dr. Juan Carlos Esquivel: CONSIDERANDO: 1. Efectivamente el Arancel de honorarios profesionales, es omiso en indicar si la obtención de los documentos certificados por el Registro Público y el tiempo para obtenerlos, debe estar incluido o no en la tarifa establecida. 2. En aplicación supletoria, el Código Procesal Civil, indica que será el Juez el que determine la costas procesales de conformidad con la valoración que hará sobre la necesidad de las mismas para el proceso, pero no indica nada en relación al tiempo que tome obtenerlas. 3. Que existen muchas formas de conseguir los documentos que se requieran para la presentación de juicios y que incluso muchos de ellos, mantienen en sus Despachos las personerías de instituciones públicas con lo cual no se requiere presentar la certificación del apoderado de Bancos ó ciertas instituciones estatales. 4. Que la obtención de documentos registrables, puede hacerse además por medio de asistentes ó colaboradores, así como mediante consultas en línea que permiten el acceso a varios documentos, sin la necesidad de desplazarse al Registro para la consecución del mismo. 5. Que el cliente mismo, debe proveer al profesional, los documentos necesarios para que éste pueda llevar a cabo la labor que le fue encomendada. POR TANTO: Se evacuan las consultas formuladas en el sentido de que: Es responsabilidad del profesional el documentar adecuadamente la demanda antes de ser presentada al despacho, y es en beneficio de su cliente que  la misma vaya debidamente sustanciada, a efecto de que al momento en que llegue al conocimiento del Juzgados, ésta cumpla con todos los requisitos necesarios para darle curso y proceder con la ejecución que se plantea. Considera ésta Comisión, que el cliente que contrata los servicios del profesional, debe proveer a éste todos los documentos necesarios para llevar a cabo su trabajo y consecuentemente, si falta algún documento esencial para la presentación del mismo, el profesional debe coordinar con su cliente para que se le entregue la información faltante. Igualmente, en el caso de no cumplirse con la entrega de todos los documentos, el profesional puede supletoriamente, obtener los documentos no entregados por su cliente y en dicho caso, si sería procedente el cobro por un servicio que no forma parte del proceso judicial, sino que es algo netamente administrativo para la consecución de la documentación complementaria a la presentación y desempeño de su trabajo profesional, con lo cual, sí podría cobrar a su cliente el tiempo extraordinario que requiere para documentar el proceso que se le ha encargado. Lo anterior sin perjuicio de que el Juez pueda considerar, que el tiempo para obtener los documentos base del proceso no sea un gasto procesal, ya que deberá el profesional, probar adecuadamente que dicho tiempo lo involucró a él personalmente y no a un asistente ó medios electrónicos, con lo cual se dejaría de lado la posibilidad de cobro por el tiempo profesional que tome obtener la información, la cual es únicamente a favor del profesional y no de terceros.
SE ACUERDA 2012-12-014 Aprobar el informe, presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre consulta de honorarios presentada por el Lic. Manuel Antonio Solano Ureña, Abogado y Notario externo del Bando Nacional de Costa Rica. CONSIDERANDO: 1. Efectivamente el Arancel de honorarios profesionales, es omiso en indicar si la obtención de los documentos certificados por el Registro Público y el tiempo para obtenerlos, debe estar incluido o no en la tarifa establecida. 2. En aplicación supletoria, el Código Procesal Civil, indica que será el Juez el que determine las costas procesales de conformidad con la valoración que hará sobre la necesidad de las mismas para el proceso, pero no indica nada en relación al tiempo que tome obtenerlas. 3. Que existen muchas formas de conseguir los documentos que se requieran para la presentación de juicios y que incluso muchos de ellos, mantienen en sus Despachos las personerías de instituciones públicas con lo cual no se requiere presentar la certificación del apoderado de Bancos ó ciertas instituciones estatales. 4. Que la obtención de documentos registrables, puede hacerse además por medio de asistentes ó colaboradores, así como mediante consultas en línea que permiten el acceso a varios documentos, sin la necesidad de desplazarse al Registro para la consecución del mismo. 5. Que el cliente mismo, debe proveer al profesional, los documentos necesarios para que éste pueda llevar a cabo la labor que le fue encomendada. POR TANTO: Se evacuan las consultas formuladas en el sentido de que: Es responsabilidad del profesional el documentar adecuadamente la demanda antes de ser presentada al despacho, y es en beneficio de su cliente que  la misma vaya debidamente sustanciada, a efecto de que al momento en que llegue al conocimiento del Juzgados, ésta cumpla con todos los requisitos necesarios para darle curso y proceder con la ejecución que se plantea. Considera ésta Comisión, que el cliente que contrata los servicios del profesional, debe proveer a éste todos los documentos necesarios para llevar a cabo su trabajo y consecuentemente, si falta algún documento esencial para la presentación del mismo, el profesional debe coordinar con su cliente para que se le entregue la información faltante. Igualmente, en el caso de no cumplirse con la entrega de todos los documentos, el profesional puede supletoriamente, obtener los documentos no entregados por su cliente y en dicho caso, si sería procedente el cobro por un servicio que no forma parte del proceso judicial, sino que es algo netamente administrativo para la consecución de la documentación complementaria a la presentación y desempeño de su trabajo profesional, con lo cual, sí podría cobrar a su cliente el tiempo extraordinario que requiere para documentar el proceso que se le ha encargado. Lo anterior sin perjuicio de que el Juez pueda considerar, que el tiempo para obtener los documentos base del proceso no sea un gasto procesal, ya que deberá el profesional, probar adecuadamente que dicho tiempo lo involucró a él personalmente y no a un asistente ó medios electrónicos, con lo cual se dejaría de lado la posibilidad de cobro por el tiempo profesional que tome obtener la información, la cual es únicamente a favor del profesional y no de terceros. Nueve votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
6.4 Artículo 3.4.-  Exp. N° 98-2010 Queja del Sr. Oscar Alberto Borges Vásquez sobre monto de honorarios cobrado por  la Licda. Carola Suárez Zúñiga. I.- El Sr Borges Vásquez expone que patrocinado por la Licda. Suárez presentó en el Juzgado de Familia de Hatillo demanda de impugnación de paternidad contra Luis David Borge Araya, El Juzgado previno identificación del demandado, aclarar pretensión de la demanda, indicar fundamento legal, aportar copias, etc. No se cumplió lo prevenido por lo que el Juzgado declaró inadmisible la demanda y ordenó el archivo del expediente el 9 de octubre del 2008. Por la presentación del proceso la abogada le cobró C 250.000,00. El 30 de octubre siguiente el denunciante llegó a la oficina de la abogada a preguntar por el caso, la abogada le dijo que debía pagarle el celular por lo que le hizo un pago de C 23.660,00. II.- Conforme a lo expuesto el consultante solicita a esta Comisión calcular el costo del trabajo, ya que considera que el cobro es excesivo. Agrega que si se excedió deberá ordenársele le devuelva el exceso y si fuere menos está dispuesto a pagar lo que así se determine. Presentó copia del expediente 08-400367-0216-FA del Juzgado de Familia y factura por C 250.000 de honorarios “Asunto Impugnación de Paternidad” y comprobante del pago del celular. III.- El 9 de febrero del 2011 se le concedió audiencia a la Licda. Suárez y la contestó indicando que el Sr. Borges miente. Detalló que fue encargada de la Impugnación de Paternidad, según la copia presentada por el Sr. Borges, pero además de una Pensión Alimentaria, según copia que aportó. Agregó que adjunta Incidente de Cobro de Honorarios,  Exp. N° 06-001378-0187- FA del Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de San José, En dicha ejecución  presentó arreglo por la suma de ¢26,000,000.00, valor de una propiedad en la que ambas partes tienen gananciales. También ayudó a dicho señor en un caso de violencia doméstica y como no quiere pagarle los honorarios le hizo el incidente de cobro de honorarios. Y al efecto pidió embargo sobre el bien objeto de gananciales. Adjunto Demanda de Impugnación, segundo asunto de Pensión Alimentaria, arreglo en ejecución de sentencia e incidente de cobro de honorarios. IV.- En vista de que la consulta del Sr. Borges se refiere únicamente a un proceso de impugnación de paternidad atendido por la Licda. Suárez, por el cual le cobró C 250.000,00 y no se tramitó sino que fue archivado por inactividad procesal, sobre el  cual la Licda. Suárez no presentó defensa alguna ni prueba de descargo, esta Comisión según lo dispone el artículo 31 del Arancel del Decreto N° 32493-J, aplicable al caso,  en la suma de cien mil colones, honorario máximo que permite esa norma para procesos como el referido en la queja.  Sobre los otros procesos que dice la Licda. Suárez haber tramitado para el consultante, esta Comisión no puede pronunciarse ya que la misma abogada confiesa haber interpuesto incidente de cobro de honorarios en la vía jurisdiccional y haber trabado embargo sobre un bien inmueble sujeto a gananciales, para garantizarse el pago de tales honorarios.  POR TANTO: Razones expuestas, esta Comisión fija los honorarios del proceso de impugnación de paternidad en la suma de cien mil colones y se abstiene de conocer sobre otros procesos referidos por la Licda. Suárez ya que ella reconoce haber planteado incidente de cobro de honorarios en sede jurisdiccional y haber trabado embargo sobe bien inmueble sujeto a gananciales, para garantizarse el pago de  honorarios debidos por el consultante. 

SE ACUERDA 2012-12-015 Aprobar el informe, presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles sobre queja del Sr. Oscar Alberto Borges Vásquez sobre monto de honorarios cobrado por  la Licda. Carola Suárez Zúñiga. Por razones expuestas, por la Comisión, se  fija los honorarios del proceso de impugnación de paternidad en la suma de cien mil colones y se abstiene de conocer sobre otros procesos referidos por la Licda. Suárez ya que ella reconoce haber planteado incidente de cobro de honorarios en sede jurisdiccional y haber trabado embargo sobe bien inmueble sujeto a gananciales, para garantizarse el pago de  honorarios debidos por el consultante. Nueve votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.5  Expediente 62-2011. Consulta planteada por la Sra. Yolanda Tenorio González, Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería. Redacta: Licda. Vilma Mesén Madrigal RESULTANDO: 1. Conoce esta Comisión de la consulta planteada por la Sra. Yolanda Tenorio González, en su condición de Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería (SINAE), en relación un contrato por servicios profesionales suscrito con el Lic. Enio Dino Blando Valverde en donde se pactó convenio para que éste último asumiera la defensa  de uno de los afiliados del sindicato en un proceso disciplinario que se tramitó en Asamblea General Extraordinaria. Dicho contrato por servicios profesionales estipula que los honorarios del Abogado se pactaron en Un millón quinientos mil colones (¢1.500.000,00) pagados de la siguiente manera: a) Un primer pago de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00) con la apertura del procedimiento; b) Un segundo pago de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00) al emitirse la resolución de fondo y final. 2. Indica la Sra. Tenorio González que el segundo pago de honorarios no lo ha cancelado debido a que los acuerdos no han sido homologados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por lo que dicha resolución aún no se encuentra en firme. 3. A su vez, expresa el Lic. Dino Valverde que el SINAE debe de cancelarle el segundo pago de honorarios debido a que el cumplió con lo acordado en el contrato de servicios profesionales,  lo cual dio como resultado una sentencia favorable a su representado en todos los extremos, toda vez que la misma la Asamblea Extraordinaria ordenó que se archivara el expediente. 4. Vista la consulta planteada, resuelve esta Comisión con base en el contrato por servicios profesionales suscrito entre la Sra. Yolanda Tenorio González, en su condición de Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería (SINAE) y el Lic. Enio Dino Blando Valverde. CONSIDERANDO: 1. Que existe un contrato por servicios profesionales convenido entre la Sra. Yolanda Tenorio González, en su condición de Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería (SINAE) y el Lic. Enio Dino Blando Valverde,  por la defensa de un afiliado del Sindicato por la suma de (¢1.500.000,00),  con un primer pago de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00) con la apertura del procedimiento y un segundo pago de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00) al emitirse la resolución de fondo y final, quedando aún pendiente por cancelar éste último pago de honorarios. 2. Que el proceso disciplinario cuenta con resolución de la Junta Directiva del SINAE emitida en Asamblea General Extraordinaria en la que ordena archivar el expediente. 3. Que dicha resolución no necesita ninguna homologación por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,  debido a que es una facultad exclusiva de los Sindicatos el resolver sobre las causas y procedimientos disciplinarios de sus miembros. 4. Por lo expuesto en los puntos anteriores la resolución emitida por la Junta Directiva del (SINAE) en Asamblea General Extraordinaria, es resolución de fondo y en firme. 5. Que el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales, en su artículo 5º  señala textualmente que “el profesional y su cliente podrán convenir montos superiores a los establecidos en este arancel, siempre que conste en convenio escrito que contenga: el objeto de detallado del servicio, el monto de los honorarios y su forma de pago”, como efectivamente se ha dado en la especie. POR TANTO: Se evacua la consulta de la Sra. Yolanda Tenorio González, en su condición de Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería (SINAE),  en el sentido de que el Sindicato a que representa debe de cumplir con lo convenido en el contrato por servicios profesionales, por lo que debe de cancelarle al Lic. Blando Valverde el último pago de honorarios correspondiente por la suma de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00). Al existir resolución en firme y al no ser necesario que este tipo de  acuerdos necesiten ser homologados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
SE ACUERDA 2012-12-016 Aprobar el informe, presentado por la Comisión de Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta planteada por la Sra. Yolanda Tenorio González, Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería. CONSIDERANDO: 1. Que existe un contrato por servicios profesionales convenido entre la Sra. Yolanda Tenorio González, en su condición de Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería (SINAE) y el Lic. Enio Dino Blando Valverde,  por la defensa de un afiliado del Sindicato por la suma de (¢1.500.000,00),  con un primer pago de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00) con la apertura del procedimiento y un segundo pago de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00) al emitirse la resolución de fondo y final, quedando aún pendiente por cancelar éste último pago de honorarios. 2. Que el proceso disciplinario cuenta con resolución de la Junta Directiva del SINAE emitida en Asamblea General Extraordinaria en la que ordena archivar el expediente. 3. Que dicha resolución no necesita ninguna homologación por parte del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,  debido a que es una facultad exclusiva de los Sindicatos el resolver sobre las causas y procedimientos disciplinarios de sus miembros. 4. Por lo expuesto en los puntos anteriores la resolución emitida por la Junta Directiva del (SINAE) en Asamblea General Extraordinaria, es resolución de fondo y en firme. 5. Que el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales, en su artículo 5º  señala textualmente que “el profesional y su cliente podrán convenir montos superiores a los establecidos en este arancel, siempre que conste en convenio escrito que contenga: el objeto de detallado del servicio, el monto de los honorarios y su forma de pago”, como efectivamente se ha dado en la especie. POR TANTO: Se evacua la consulta de la Sra. Yolanda Tenorio González, en su condición de Secretaria General del Sindicato Nacional de Enfermería (SINAE),  en el sentido de que el Sindicato a que representa debe de cumplir con lo convenido en el contrato por servicios profesionales, por lo que debe de cancelarle al Lic. Blando Valverde el último pago de honorarios correspondiente por la suma de Setecientos cincuenta mil colones (¢750.000,00). Al existir resolución en firme y al no ser necesario que este tipo de  acuerdos necesiten ser homologados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Nueve votos. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.
El MSc. Juan Carlos Brenes Vargas, por un momento de la Sala de Sesiones. 

6.6.  Exp. N° 22-2011. Consulta planteada por los señores Luis y Libia, Solórzano Guillén con relación a los honorarios de los licenciados Carlos Gómez Fonseca y Ricardo José Nassar Güell. Expediente número 022-2011.    I.- Que los señores Luis y Ligia, Solórzano Guillén, solicitan a esta Comisión definir el monto de los honorarios a que tendrían derecho los licenciados Carlos Gómez Fonseca y Ricardo José Nassar Güell, a quienes contrataron para la atención de un conflicto familiar relativo al mal manejo del patrimonio de cuatro sociedades que se crearon después del fallecimiento de su señora madre quien otorgó un testamento que no se ejecutó. Agregan lo siguiente: 1°.- Que en una primera reunión que duró aproximadamente dos horas expusieron la situación a los licenciados, quienes estudiaron el testamento y bastantearon la posibilidad de una acción penal por administración fraudulenta. En ese momento convinieron en que los licenciados harían un estudio de las sociedades y que para esos efectos les realizaron un pago de doscientos dólares, mediante depósito bancario del cual aportaron copia. 2°.- Que sostuvieron una segunda reunión que duró aproximadamente dos horas y media en la que los licenciados le entregaron un estudio de las sociedades y concluyeron que se podía establecer un juicio civil de sucesión y un juicio penal por administración. En esta reunión los licenciados propusieron realizar convocatorias a asambleas de accionistas para lograr una conciliación, quedando en que los edictos de publicarían al mes siguiente. Allí se elaboró además una carta para los miembros de la sociedad, firmada por la señora Solórzano, en su condición de fiscal. 3°.- Que en una tercera reunión de aproximadamente dos horas, aprobaron en definitiva las convocatorias a las asambleas de socios y les firmaron a los licenciados ocho poderes especiales para esas asambleas, sin que se les explicara que esos poderes eran innecesarios pues su propia presencia en dichas asambleas sería suficiente. En esta tercera reunión se acordó en definitiva hacer las convocatorias y para la publicación de los edictos les hicieron un pago de doscientos nueve dólares mediante depósito bancario del cual también aportan copia. 4°.- Que hubo una cuarta reunión que duró aproximadamente una hora y media, en la que se redactó un borrador de propuesta de conciliación. 5°.- Que el licenciado Gómez se comunicó varias veces por teléfono con el abogado de uno de los socios para tratar de realizar la reunión conciliatoria pero está nunca se dio y que la consultante Libia Solórzano tuvo que reunirse, por consejo de los abogados, con sus familiares, lo cual mas bien tuvo un efecto contraproducente. Luego agregan que posteriormente recibieron un correo electrónico del Lic. Gómez en el que se le comunica la existencia de un saldo adeudado de cinco mil dólares y en el que se les incluye una cotización para un proceso ordinario elaborada por el Lic. Nassar, todo lo cual ellos les cuestionaron a los abogados, pues las asambleas nunca pudieron realizarse porque fueron mal convocadas, ya que de conformidad con los estatutos sociales esa convocatoria debía hacerse con diez días de antelación y los edictos se publicaron solo ocho días antes.  II.- Que se confirió audiencia a los licenciados Nassar y Gómez y ambos manifestaron lo siguiente: 1°.- Que es cierto que se reunieron una primera vez pero que la duración de esa reunión fue de aproximadamente cuatro horas, lo cual se convierte en ocho horas pues en ella estuvieron presentes ambos abogados, que producto de esa reunión cada uno invirtió dos horas en el estudio pormenorizado de un “libro de acuerdos” que llevaba la familia, que se convino en el estudio de las sociedades y que los doscientos dólares fueron para pagar certificaciones, estudios de registro, microfilms, entre otros, y no honorarios. 2°.- Que es cierto que sostuvieron una segunda reunión pero que su duración fue de tres horas. 3°.- Que es cierto que se reunieron en una tercera oportunidad, pero que los poderes se hicieron a solicitud expresa de consultantes, que esos poderes fueron dieciséis y que cada consultante firmó ocho, cuatro para un abogado y cuatro para el otro abogado, a razón de dos poderes distintos para cada una las asambleas de las cuatro sociedades. Agregan que se convino que ellos les indicarían posteriormente a los clientes el valor de los poderes y del proceso en general, que los doscientos nueve dólares solo cubrieron menos de la mitad del valor de los edictos y que la reunión duró tres horas. 4°- Que efectivamente hubo una cuarta reunión pero que duró dos horas y media aproximadamente, para un total de cinco horas en virtud de la presencia de los dos abogados. Agregan que en dicha reunión se redactó una propuesta de conciliación en la que se incluyó el monto de los honorarios de  cinco mil dólares adeudados hasta el momento, pues los consultantes pretendían que esos honorarios fueran pagados por sus contrapartes. Con relación a esto presentan un documento denominado “Propuesta de conciliación” en el que en su parte final se hace alusión a esa suma. Sin embargo, este escrito, que en su parte final debía ser suscrito por los consultantes, no aparece firmado por ellos. 5°.- Que es cierto que hubo varias comunicaciones telefónicas con el abogado de uno de los socios para tratar de realizar la reunión conciliatoria pero está nunca se dio por haberse roto el contacto, que efectivamente se propuso una reunión entre doña Libia y sus contrapartes, pero sin ningún resultado positivo. No se refieren los abogados al error que se les atribuye de no haber convocado a las asambleas con la antelación necesaria.

SE ACUERDA 2012-12-017.  Resultando:   I.- Que los señores Luis y Ligia, Solórzano Guillén, solicitan a esta Comisión definir el monto de los honorarios a que tendrían derecho los licenciados Carlos Gómez Fonseca y Ricardo José Nassar Güell, a quienes contrataron para la atención de un conflicto familiar relativo al mal manejo del patrimonio de cuatro sociedades que se crearon después del fallecimiento de su señora madre quien otorgó un testamento que no se ejecutó. Agregan lo siguiente: 1°.- Que en una primera reunión que duró aproximadamente dos horas expusieron la situación a los licenciados, quienes estudiaron el testamento y bastantearon la posibilidad de una acción penal por administración fraudulenta. En ese momento convinieron en que los licenciados harían un estudio de las sociedades y que para esos efectos les realizaron un pago de doscientos dólares, mediante depósito bancario del cual aportaron copia. 2°.- Que sostuvieron una segunda reunión que duró aproximadamente dos horas y media en la que los licenciados le entregaron un estudio de las sociedades y concluyeron que se podía establecer un juicio civil de sucesión y un juicio penal por administración. En esta reunión los licenciados propusieron realizar convocatorias a asambleas de accionistas para lograr una conciliación, quedando en que los edictos de publicarían al mes siguiente. Allí se elaboró además una carta para los miembros de la sociedad, firmada por la señora Solórzano, en su condición de fiscal. 3°.- Que en una tercera reunión de aproximadamente dos horas, aprobaron en definitiva las convocatorias a las asambleas de socios y les firmaron a los licenciados ocho poderes especiales para esas asambleas, sin que se les explicara que esos poderes eran innecesarios pues su propia presencia en dichas asambleas sería suficiente. En esta tercera reunión se acordó en definitiva hacer las convocatorias y para la publicación de los edictos les hicieron un pago de doscientos nueve dólares mediante depósito bancario del cual también aportan copia. 4°.- Que hubo una cuarta reunión que duró aproximadamente una hora y media, en la que se redactó un borrador de propuesta de conciliación. 5°.- Que el licenciado Gómez se comunicó varias veces por teléfono con el abogado de uno de los socios para tratar de realizar la reunión conciliatoria pero está nunca se dio y que la consultante Libia Solórzano tuvo que reunirse, por consejo de los abogados, con sus familiares, lo cual mas bien tuvo un efecto contraproducente. Luego agregan que posteriormente recibieron un correo electrónico del Lic. Gómez en el que se le comunica la existencia de un saldo adeudado de cinco mil dólares y en el que se les incluye una cotización para un proceso ordinario elaborada por el Lic. Nassar, todo lo cual ellos les cuestionaron a los abogados, pues las asambleas nunca pudieron realizarse porque fueron mal convocadas, ya que de conformidad con los estatutos sociales esa convocatoria debía hacerse con diez días de antelación y los edictos se publicaron solo ocho días antes.  II.- Que se confirió audiencia a los licenciados Nassar y Gómez y ambos manifestaron lo siguiente: 1°.- Que es cierto que se reunieron una primera vez pero que la duración de esa reunión fue de aproximadamente cuatro horas, lo cual se convierte en ocho horas pues en ella estuvieron presentes ambos abogados, que producto de esa reunión cada uno invirtió dos horas en el estudio pormenorizado de un “libro de acuerdos” que llevaba la familia, que se convino en el estudio de las sociedades y que los doscientos dólares fueron para pagar certificaciones, estudios de registro, microfilms, entre otros, y no honorarios. 2°.- Que es cierto que sostuvieron una segunda reunión pero que su duración fue de tres horas. 3°.- Que es cierto que se reunieron en una tercera oportunidad, pero que los poderes se hicieron a solicitud expresa de consultantes, que esos poderes fueron dieciséis y que cada consultante firmó ocho, cuatro para un abogado y cuatro para el otro abogado, a razón de dos poderes distintos para cada una las asambleas de las cuatro sociedades. Agregan que se convino que ellos les indicarían posteriormente a los clientes el valor de los poderes y del proceso en general, que los doscientos nueve dólares solo cubrieron menos de la mitad del valor de los edictos y que la reunión duró tres horas. 4°- Que efectivamente hubo una cuarta reunión pero que duró dos horas y media aproximadamente, para un total de cinco horas en virtud de la presencia de los dos abogados. Agregan que en dicha reunión se redactó una propuesta de conciliación en la que se incluyó el monto de los honorarios de  cinco mil dólares adeudados hasta el momento, pues los consultantes pretendían que esos honorarios fueran pagados por sus contrapartes. Con relación a esto presentan un documento denominado “Propuesta de conciliación” en el que en su parte final se hace alusión a esa suma. Sin embargo, este escrito, que en su parte final debía ser suscrito por los consultantes, no aparece firmado por ellos. 5°.- Que es cierto que hubo varias comunicaciones telefónicas con el abogado de uno de los socios para tratar de realizar la reunión conciliatoria pero está nunca se dio por haberse roto el contacto, que efectivamente se propuso una reunión entre doña Libia y sus contrapartes, pero sin ningún resultado positivo. No se refieren los abogados al error que se les atribuye de no haber convocado a las asambleas con la antelación necesaria.  Considerando: I.- Que se tienen por demostrados los siguientes hechos: 1. Que los abogados Ricardo Nassar Güel y Carlos Gómez Fonseca fueron contratados por los señores consultantes Luis Solórzano Guillén y Libia Solórzano Guillén, para que los asesoraran sobre la posibilidad de interponer procesos relacionados con un juicio sucesorio y un juicio por administración fraudulenta, todo referido con la muerte de la madre de los consultantes Helly Guillén Belmonte.  2.-Que de esa contratación derivaron varias reuniones  entre los abogados Nassar Güell y Gómez Fonseca con los consultantes, varias laborares de los abogados para preparar los procesos solicitados.   3.- Que los abogados  Nassar Güell y Gómez Fonseca se reunieron con los consultantes Solórzano Guillén, el día 7 de julio reunión que duró 4 horas.   4.- Que los abogados Nassar Güel y Gómez Fonseca se reunieron con los consultantes Solórzano Guillén posteriormente, reunión que duró 3 horas.   4.- Que se realizó otra reunión donde se discutió el caso y la posibilidad de suscribir poderes especiales para la atención de una Asamblea ordinaria y extraordinaria de la sociedad número 3-101-547558, reunión que duró tres horas.  5. Que se confeccionaron dieciséis poderes especiales, ocho poderes firmados por la señora Libia Solórzano y ocho poderes firmados por el señor Luis Solórzano.   6.- Que los abogados Nassar Güel y Gómez Fonseca se reunieron con los consultantes Solórzano Guillén posteriormente, reunión que duró dos horas y media. 7.-  Asimismo, los abogados asistieron a una Asamblea General fallida acordada con los consultantes, que invirtieron los abogados 3 horas.  8.- Que para la atención del caso los abogados hicieron varias llamadas telefónicas para atención del caso, con los consultantes y con otros terceros.  9. Que a su vez, se enviaron correos electrónicos entre las partes, por motivo de la contratación.   10. Que a la fecha no se ha cancelado rubro alguno por concepto de honorarios por parte de los consultantes Solórzano Guillén.  II.- Sobre el fondo.  Que de acuerdo a la consulta planteada, según los hechos que se han tenido por probados, con vista en el estudio que realiza la Junta del expediente.  Se tiene que la presente consulta debe resolverse según el Decreto Ejecutivo n° 32493-J, vigente al momento de los hechos.   En ese sentido, de conformidad con dicho Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales  de Abogacía y Notariado, Decreto Ejecutivo n° 32493-J, en su artículo 53  establece que la hora profesional tendrá un máximo de cincuenta mil colones.   Ahora bien, según lo indican ambas partes, hecho tenido por demostrado por esta Junta, se realizaron una serie de reuniones a partir del 7 de julio de 2010 (ver escrito de parte consultante folio 1 y constelación de los abogados de folio 1).   Relación que se mantuvo durante hasta mitad de febrero de 2011, ver correo de folio 160, donde Luis Solórzano escribe al Lic. Carlos Gómez Fonseca sobre su desacuerdo por los montos cobrados.   De acuerdo con la consulta y lo que se ha tenido por probado, los abogados Ricardo Nassar Güell y Carlos Gómez Fonseca,  fueron contratados por los señores consultantes Solórzano Guillén, para que los asesoraran sobre la posibilidad de interponer procesos relacionados con un juicio sucesorio y un juicio por administración fraudulenta, todo referido con la muerte de la madre de los consultantes Helly Guillén Belmonte.  De tal forma, se ha podido computar el trabajo profesional producto de estas reuniones, para un total de cinco reuniones. La primera donde los abogados  Nassar Güell y Gómez Fonseca se reunieron con los consultantes Solórzano Guillén, el día 7 de julio reunión que duró 4 horas.  Por tratarse de horas profesionales que desempeñan dos abogados, las mismas deben computarse de manera separada, en este caso multiplicarse por dos, por cada abogado.  Para un total de 8 horas profesionales.  Asimismo, los abogados Nassar Güell y Gómez Fonseca se reunieron con los consultantes Solórzano Guillén posteriormente, reunión que duró 3 horas. En ese mismo sentido, por tratarse de horas profesionales que desempeñan dos abogados, las mismas deben computarse de manera separada, en este caso multiplicarse por dos, por cada abogado.  Para un total de 6 horas profesionales.  Asimismo, se realizó otra reunión donde se discutió el caso y la posibilidad de suscribir poderes especiales para la atención de una Asamblea ordinaria y extraordinaria de la sociedad número 3-101-547558, reunión que duró tres horas. Por tratarse de horas profesionales que desempeñan dos abogados, las mismas deben computarse de manera separada, en este caso multiplicarse por dos, por cada abogado.  Para un total de 6 horas profesionales.  Por su parte, los abogados Nassar Güell y Gómez Fonseca se reunieron con los consultantes Solórzano Guillén posteriormente, reunión que duró dos horas y media. Siguiendo la misma línea, por tratarse de horas profesionales que desempeñan dos abogados, las mismas deben computarse de manera separada, en este caso multiplicarse por dos, por cada abogado.  Para un total de 5 horas profesionales.  Por su parte, dichos profesionales acudieron a una Asamblea General fallida, en la cual invirtieron 3 horas.  Debe tomarse en cuenta, que de acuerdo con el contenido de  los poderes que dieron los consultantes a los abogados (ver folios 11 a 26), resulta lógico la existencia de la misma, tal y como lo indican los abogados.  De tal forma, por tratarse de horas profesionales que desempeñan dos abogados, las mismas deben computarse de manera separada, en este caso multiplicarse por dos, por cada abogado.  Para un total de 6 horas profesionales.  De tal forma, las horas profesionales producto de las reuniones indicadas que deben computarse son 33 horas.   Estas treinta y tres horas, tomando en cuenta que el arancel establece cincuenta mil colones la hora, representa la suma de un millón seiscientos cincuenta mil colones (1.650.000.oo colones).   Por otra parte, se ha podido establecer que  producto del trabajo realizado por los abogados, esta vez actuando como notario, se confeccionaron dieciséis poderes especiales.  Dichos poderes de conformidad con el artículo 91 del Arancel indicado, tienen un valor de cincuenta mil colones por poder especial confeccionado.  En ese sentido, multiplicando dieciséis –numero de poderes- por cincuenta mil colones, el pago por horarios corresponde a la suma de ochocientos mil colones (800.000.oo colones).    Es muy importante destacar, y esto es un hecho que han aceptado los consultantes, de acuerdo con su misma consulta planteada, así como una serie de correos electrónicos aportados por los abogados, que para la atención del caso los abogados hicieron varias llamadas telefónicas con los consultantes y con otros terceros. Y a su vez, enviaron correos electrónicos entre para los consultantes, por motivo de la contratación, las consultas de sus clientes.  En ese sentido, del propio escrito de consulta suscrito por Luis Solórzano y Libia Solórzano, establecen claramente que, sí existieron las llamadas telefónicas, del Lic. Carlos Gómez  con el Lic. Alvarado Meza Lázarus, para llegar a un acuerdo conciliatorio.  Ver correo enviado por el Lic. Carlos Gómez al Lic. Álvaro Meza Lázarus (ver folio 141).  Acuerdo conciliatorio que, si bien, no se logró,  efectivamente, fue redactado por los abogados (ver folios 135 a 138).  Es decir, se ha corroborado que ha existido una relación permanente de atención por parte de los abogados con los consultantes (como se indicó llamadas telefónicas, correos, redacción de acuerdos, asistencia a Asambleas), y lo cierto del caso, es que esto es de conocimiento de los consultantes.  De tal forma, aparte de las horas profesionales ya calculadas supra, se generó  una atención profesional y horas profesionales que los consultantes omiten; sin embargo, son de su conocimiento, y  se proceden a definir.  Veamos, resulta muy aclaratorio el correo electrónico  de fecha el 12 de noviembre de 2010, dirigido por Lic. Carlos Gómez Fonseca a los consultantes Libia Solórzano y Luis Solórzano (ver folio 133), y es que en éste, se les indica claramente, cuántas horas profesionales se les adeuda y por qué. En este correo el licenciado Carlos Gómez les indica a los señores Solórzano Guillén que son 45 horas profesionales motivo de las reuniones, confección de documentación, consultas, etc.; además, se les indica que adjunto encontrarán el acuerdo conciliatorio (el mismo visible a folios 135 a 139). Asimismo, se les aclara el costo de los  servicios a los consultantes, indicándose la suma de cinco mil dólares. Es decir, los abogados son claros en determinar las horas, el trabajo y el monto.  Lejos de mostrar su desacuerdo con el tema de los honorarios, los señores Solórzano Guillén, posterior al cobro que realizan los abogados por el trabajo realizado,  continúan consultando a los abogados.  En ese sentido, ver correo  enviado por el señor Luis Solórzano a los abogados Ricardo Nassar y Carlos Gómez,  de fecha 17 de diciembre de 2010, visible a folio 144, donde expresamente les indica: “Buenos días Licenciados, les envío en mejor resolución el plano para la posible negociación con el Lic. Mesa”. Continuando con esa relación aceptada, cliente-abogado-abogado-cliente, el señor Luis Solórzano, le remite un correo a los abogados Carlos Gómez y Ricardo Nassar, donde indica: “Muchas gracias por responderme, creo que el único camino que nos queda, poner los juicios necesarios para presionar (…)”. (Ver folio 145).  Es decir, como puede apreciarse, desde que los abogados indicaron desde el 12 de noviembre el monto adeudado, por los trabajos realizados ($5000.oo), los consultantes, lejos de oponerse continuaron con la relación profesional, siendo que, además, les indican que procedan a establecer los procesos judiciales.  En ese sentido, además de las 33 horas profesionales, ya determinadas, deben sumarse 12 horas más, que correspondería claramente, a trabajo realizado por los abogados, en la atención de los consultantes por llamadas telefónicas con ellos y terceros, confección de acuerdo conciliatorio, y correos electrónicos que se aportaron.   Dichas horas profesionales, ya conocidas por los consultantes Solórzano Guillén, según correo de folio 133, se calculan de acuerdo a lo indicado en las suma de seiscientos mil colones (600.000.oo colones).  De acuerdo con lo indicado, se resuelve la consulta realizada en el sentido que los honorarios de los abogados Ricardo Nassar Güell y Carlos Gómez Fonseca, por la contratación de sus servicios por parte de los consultantes Luis Solórzano Guillén y Libia Solórzano Guillén se fijan en la suma de  TRES MILLONES CINCUENTA MIL COLONES (3.050.000.oo colones). Suma que deberán cancelar los consultantes Luis Solórzano Guillén y Libia Solórzano Guillén a los abogados Ricardo Nassar Güell y Carlos Gómez Fonseca. Honorarios no cubiertos que generarán un dos por ciento mensual de intereses.  Por tanto:  De conformidad con los artículo 10, 11, 53 y 91 del Decreto Ejecutivo n° 32493-J, Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales  de Abogacía y Notariado,  se resuelve la consulta realizada en el sentido que los honorarios de los abogados Ricardo Nassar Güell y Carlos Gómez Fonseca, por la contratación de sus servicios por parte de los consultantes Luis Solórzano Guillén y Libia Solórzano Guillén, se fijan en la suma de  TRES MILLONES CINCUENTA MIL COLONES (3.050.000.oo colones). Honorarios no cubiertos que generarán un dos por ciento mensual de intereses. Suma que deberán cancelar los consultantes Luis Solórzano Guillén y Libia Solórzano Guillén.  Ocho votos. El MSc. Juan Carlos Brenes Vargas, se encontraba fuera en el momento de la votación. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles.  
ARTICULO 7)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS.
7.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, con respecto la campaña en favor de la inclusión social de los niños y niñas con Síndrome de Down, “Yo Puedo, ¿y vos?”, donde se llevarán a cabo actividades en diferentes puntos del país, sugiere tomar el acuerdo de solicitar a la Comisión de Asuntos Civiles, realizar un análisis de los derechos humanos de estas personas con el fin de ver la posibilidad de hacer propuestas que contribuyan a fortalecer su condición humana dentro del ordenamiento jurídico en la sociedad. 

Ingresan la MSc. María Cristina Gómez Fonseca y el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas.

SE ACUERDA 2012-12-018   Trasladar a la Comisión de Asuntos Civiles lo relacionado con la campaña en favor de la inclusión social de los niños y niñas con Síndrome de Down, “Yo Puedo, ¿y vos?”, con el fin de realizar un análisis de los derechos humanos de estas personas y así ver la posibilidad de hacer propuestas que contribuyan a fortalecer su condición humana dentro del ordenamiento jurídico en la sociedad.  Diez votos. Responsable: Comisión de Asuntos Civiles. 
7.1.2 La Dra. Roxana Sánchez Boza, manifiesta que tomando en cuenta que en algunos asuntos que se presentan tanto en la Comisión de Aranceles así en  como la Fiscalía, se identifican varias lagunas y deficiencias en cuanto a la redacción de los agremiados y agremiadas con relación a la ausencia de un contrato de servicios profesionales donde se plasme clara y detalladamente los derechos y obligaciones del abogado y su cliente, por ello propongo que el Colegio realice varios conversatorios para difundir conocimientos sobre la diferencia que se presenta en esas figuras y ofrecer herramientas de contratación profesional a  los agremiados y agremiadas, evitando  con estas capacitaciones que los abogados sean denunciados por cobro excesivo o porque su labor  no corresponde a lo contratado, todo por desconocimiento en la forma y fondo de este tipo de contrataciones.
 
SE ACUERDA 2012-12-019  Con base en la inquietud expuesta por la Dra. Roxana Sánchez Boza, relacionado con la identificación de varias lagunas y deficiencias en la redacción de los agremiados y agremiadas con relación a la ausencia de un contratos de servicios profesionales donde se plasme clara y detalladamente los derechos y obligaciones del abogado y su cliente, que provocan en algunas ocasiones denuncias contra nuestros agremiados, se solicita tanto a las Comisión Académica, como a la Comisión de Asuntos Civiles, organizar Conversatorios para difundir conocimientos sobre las ventajas, alcances, contenidos, forma y fondo, de los contratos de servicios profesionales, evitando  con estas capacitaciones que los abogados sean denunciados por cobro excesivo o porque su labor  no corresponde a lo contratado, todo por desconocimiento en la forma y fondo de este tipo de contrataciones. Diez votos. Responsables: Comisión Académica, Comisión de Asuntos Civiles. 
 
7.1.3 La Dra. Roxana Sánchez Boza, con respecto a la Comisión de Asuntos Culturales, indica que la Comisión tiene la opción de realizar eventos para las fechas especiales o impulsar que la Comisión pueda desarrollar otras actividades. Por tal motivo solicita que la Junta Administradora analice la posibilidad de que se les otorgue presupuesto para el equipo necesario que se utiliza en los eventos. 
SE ACUERDA 2012-12-020  Tomando en cuenta la recomendación de la Dra. Roxana Sánchez Boza, se solicita a la Junta Administradora, realizar un análisis del equipo que se requiere para las actividades culturales y eventos que se llevan a cabo en el Colegio, como tarimas para montaje, luces, amplificación. Diez votos. Responsable: Dirección Ejecutiva, Junta Administradora. 
Al ser las veinte horas con diecisiete minutos se retiran la Licda. Nazira Merayo Arias y el MSc. Jorge Eduardo Villegas Rojas. 
7.2 El Lic. Francisco Rodríguez Araya, manifiesta que el M.Ed Enrique Sibaja Núñez,  en la Comisión Académica, señaló, la posibilidad de que el curso de ética se imparta virtualmente, aclarando que el examen sería presencial. Sin embargo para ello habría que reformar el reglamento del examen de ética en el sentido de que se contemple la modalidad virtual, toda vez que sólo se hace referencia a la presencial. El artículo correspondiente es el número 3,  por lo que se acordó:  “003-06-2012. Solicitar a la Junta Directiva se reforme el artículo 3 del Reglamento del Curso de Ética, para que se lea de la siguiente forma: "El curso se ofrecerá mediante tres modalidades: a) ordinario matutino, b) ordinario vespertino, c) virtual. Cualquier modalidad comprende un total de treinta horas. De conformidad con lo establecido en el artículo 7 de este mismo Reglamento, el Departamento Académico del Colegio de Abogados será el órgano encargado de establecer los horarios y fechas en las cuales se impartirá el mismo".
SE ACUERDA 2012-12-021  Acoger la recomendación de la Comisión Académica, en el sentido que se aprueba reformar el artículo 3 del Reglamento del Curso de Ética, para que se lea de la siguiente forma: “El curso se ofrecerá de forma presencial, virtual o bimodal. Cualquier modalidad comprende un total de treinta horas. De conformidad con lo establecido en el artículo 7 de este mismo Reglamento, el Departamento Académico del Colegio de Abogados y Abogadas, será el órgano encargado de establecer los horarios y fechas en las cuales se impartirá el mismo". Publicar dicha modificación en el Diario Oficial La Gaceta. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsables: Dirección Académica y de Incorporaciones. Departamento de Proveeduría.
7.2.1 El Lic. Francisco Rodríguez Araya, señala la Comisión Académica, conoció correo enviado por la Licda. Rocío Leiva, Fiscal del Colegio de Abogados, , en el cual comenta sobre los programas de Maestría y cursos que imparte "INIDEM Business Law School" tanto en Miami, Florida, como en Ciudad de Panamá, Panamá. El objetivo de la comunicación es que la Junta Directiva estudie la posibilidad de firmar un convenio con la entidad citada, ya que se ofrecería un 15% de descuento a los agremiados y agremiadas del Colegio. Al respecto se tomó el acuerdo “005-06-2012. Recomendar a la Junta Directiva se estudie la posibilidad de firmar un convenio con "INIDEM Business Law School", con el fin de  que se otorguen descuentos a los abogados y abogadas que deseen matricularse en los programas de maestría y en cursos específicos. La información la maneja la Licda. Rocío Leiva, Fiscal del Colegio.
Añade que los cursos tendrán lugar del 14 al 22 de abril, en Miami,  por lo que sugiere publicarlos en la base de datos del Colegio, para que los agremiados y agremiadas interesados, puedan asistir a dichos cursos.
SE ACUERDA 2012-12-022 a)  Acoger la recomendación de la Comisión Académica, por lo que se aprueba realizar las gestiones correspondientes para la posible firma de un convenio con "INIDEM Business Law School", con el fin de  que se otorguen descuentos a los abogados y abogadas que deseen matricularse en los programas de maestría y en cursos específicos. Delegar a la Licda. Rocío Leiva Trejos, la coordinación relacionada con los términos del convenio. b) Publicar por medio de la base de datos del Colegio, los cursos que impartirá INIDEM Business Law School, del 14 al 22 de abril, en Miami. Lo anterior con la finalidad de que los agremiados y agremiadas interesados puedan asistir a los cursos que se impartirán. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Licda. Rocío Leiva Trejos, Departamento de Comunicación. Departamento de Tecnología.
7.3 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que la Comisión de Propiedad Intelectual, tomó el siguiente acuerdo “ 001-03-12 Enviar a la Junta Directiva el nombre de los representantes de la Comisión ante el Consorcio de la Academia y ante el Comité Académico de la Academia Nacional de Propiedad Intelectual el cual será representado por la Dra. Alejandra Castro Bonilla y como suplente la Licda. Pilar López Quirós”.
SE ACUERDA 2012-12-023 Conforme a la recomendación de la Comisión de Propiedad Intelectual, se nombran como representantes del Colegio de Abogados y Abogadas ante el Consorcio de la Academia y ante el Comité Académico de la Academia Nacional de Propiedad Intelectual a la Dra. Alejandra Castro Bonilla propietaria y como suplente a la Licda. Pilar López Quirós. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Secretaría-Comunicar.
ARTICULO 8)  INFORME DIRECCIÓN EJECUTIVA.

8.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, indica que tomando en cuenta que en los próximos meses vence el nombramiento del titular integrante del Consejo Superior del Poder Judicial, en representación de los abogados y abogadas litigantes, sugiere informar al Poder Judicial  que el Colegio procederá a enviar la terna correspondiente para dicho nombramiento. 
 SE ACUERDA 2012-12-024 Informar  a la Corte Suprema Justicia, que dado el  próximo vencimiento de la titular integrante del Consejo Superior del Poder Judicial, en representación de los abogados y abogadas litigantes, se procederá como se realizó con la designación de los suplentes,  a  convocar con antelación a los abogados y abogadas litigantes para que participen en dicho concurso y posteriormente se les enviará la tena respectiva. Ocho votos. Responsable: Secretaría Comunicar a la Corte Suprema de Justicia. 
8.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, con base en el acuerdo 2012-08-007 donde se aprobó la creación de una plaza de Secretaria para la oficina externa del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, ubicada en el 5to piso del II Circuito Judicial de San José, en la Oficina de la Defensoría Social Laboral, se solicita a la Junta Directiva, conforme al artículo 4 del Manual de Caja Chica, autorizar un fondo de caja chica por un monto de ¢25.000.00, para los servicios que ofrecerá dicha oficina.  
SE ACUERDA 2012-12-025 Conforme al artículo 4 del Manual de Caja Chica, autorizar la creación de un fondo de caja chica por un monto de ¢25.000.00, para la oficina externa del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, ubicada en el 5to piso del II Circuito Judicial de San José. Ocho votos. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto, Dirección de Sedes Regionales, Filiales y Responsabilidad Social Corporativa. 
8.3 El Lic. José Luis Meneses Rímola, presenta informe DE-C- 174-2012 donde indica con respecto al acuerdo 2012-08-011 donde se declara al Colegio como “espacio libre de humo” y que se solicita a la Dirección Ejecutiva hacer las gestiones necesarias ante el IAFA para obtener la certificación respectiva, informa que conforme a la reunión sostenida con la Coordinadora de Espacios libres de humo del IAFA,  que no es necesaria la certificación, dado que la Ley 9028, Ley General de Control de Tabaco y sus Efectos Nocivos en la Salud” es de orden público por lo que su acatamiento es obligatorio ya que persigue proteger la salud de las personas de las consecuencias sanitarias, sociales, ambientales  y económicas del consumo de tabaco y de la exposición al humo del tabaco.

En razón de lo anterior procede a dar lectura a la propuesta de Plan de Trabajo,  para el cumplimiento respectivo, el cual entre otros aspectos indica: 

“2.1 Comunicar al personal y usuarios el Acuerdo de Junta Directiva Nº 2012-08-011.

2.2 Preparar una circular en concordancia con la Ley 9028, donde se indica las acciones que tomará el Colegio para desarrollar un espacio libre de humo.

2.3 Pasar un cuestionario a todo el personal a efecto de determinar la incidencia de fumadores y su perfil dentro de la Institución.

2.3 Establecer una campaña de comunicación para el personal  y usuarios, con base a información suministrada por el IAFA.

2.3  Establecer programas de sensibilización en coordinación con el IAFA.

2.4 Fijar  políticas en concordancia con el  Reglamento Interior de Trabajo, para establecer en que tiempo podría fumar el personal fuera de las instalaciones  del Colegio y sancionar  el no cumplimiento de la Ley.

2.5 Promover entre los funcionarios (as) fumadores(as),   asistir a los programas de terapia que tienen los Hospitales México, San Juan De Dios y Calderón Guardia, conforme al Artículo 3 de la Ley”.

El Dr. Gary Amador Badilla, somete dicho Plan a discusión de los señores Directores y Directoras.

SE ACUERDA 2012-12-026 Aprobar el informe DE-C-174-2012 de la Dirección Ejecutiva, el cual contiene el Plan de Trabajo para el desarrollo de la declaratoria del Colegio de Abogados y Abogadas como “espacio libre de humo”. Se solicita la empresa de Comunicación Markline Comunicación Integrada S.A, asesora de comunicación del Colegio, que diseñe la campaña de divulgación respectiva. Ocho votos. Responsable: Dirección Ejecutiva. Empresa de Comunicación. 
ARTICULO 9)  ASUNTOS BREVES DE FISCALÍA.
9.1.- ASUNTOS BREVES:

9.1.1.- Expediente Nº: 413-10 (1). Denunciado: Lic. Luis Diego Araya González. Denunciante: Jeremy Muñoz Varela. 
SE ACUERDA 2012-12-027 Declarar sin lugar el recurso de apelación planteado por el denunciado por extemporáneo, y confirmar lo resuelto. Siete  votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
9.1.2.- Expediente Nº: 670-11 (1) Denunciada: Licda. Lilliam Vanessa de León Quesada. Denunciante: De oficio (Tribunal de Juicio I Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2012-12-028 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.3.- Expediente Nº: 746-11 (1). Denunciados: Lic. Jorge Rivera Leandro y Licda. Kattia María Quesada Venegas. Denunciante: Chuen Ing Hsieh Tien. 
SE ACUERDA 2012-12-029 Declararse incompetente en razón de la materia para conocer la denuncia, testimoniar piezas al Juzgado Notarial y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.4.- Expediente Nº: 661-06 (1). Denunciado: Lic. Verny Cordero Fonseca. Denunciante: Álvaro Escalante Montealegre. 
SE ACUERDA 2012-12-030 Declarar caduco el procedimiento y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.5.- Expediente Nº: 600-10 (2). Denunciado: Lic. Arturo Alejandro Pérez Muñoz. Denunciante: Carmen Perlaza Chacón. 
SE ACUERDA 2012-12-031 Homologar el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.6.- Expediente Nº: 598-11 (2). Denunciada: Licda. Kattia Muñoz Zúñiga. Denunciante: De oficio (Ministerio de Seguridad Pública). 
SE ACUERDA 2012-12-032 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.7.- Expediente Nº: 498-11 (2). Denunciado: Lic. Eduardo Enrique Acuña Castro. Denunciante: Ana Patricia Solera Salazar. 
SE ACUERDA 2012-12-033 Declarar prescrita la denuncia y ordenar su archivo. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.8.- Expediente Nº: 501-08 (3). Denunciada: Licda. Zulay Rojas Sánchez. Denunciante: De Oficio (Tribunal Penal del I Circuito Judicial de San José) Rechazo de plano. 
SE ACUERDA 2012-12-034 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
1.9.- Expediente Nº: 007-12 (3). Denunciado: Lic. Sergio Gamboa Vargas. Denunciante: Karla Ninoska Arroyo Sánchez. 
SE ACUERDA 2012-12-035 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
1.10.- Expediente Nº: 557-10 (4). Denunciado: Lic. José Alberto Villalobos Salas. Denunciante: Rafael Florencio Fort Gil. 
SE ACUERDA 2012-12-036 Como prueba para mejor resolver, ordenar recibir el testimonio de los señores Rafael Florencio Fort Gil y Elías Shadid Lépiz, así como remitir los documentos aportados en la revocatoria a la Comisión de Aranceles, para que se determine la suma por concepto de honorarios que le corresponde al denunciado por la labor realizada. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
1.11.- Expediente Nº: 731-11 (4). Denunciada: Licda. Elena Rodríguez Cheung. Denunciante: Alexander Conejo Vega. 
SE ACUERDA 2012-12-037 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
1.12.- Expediente Nº: 113-11 (5). Denunciados: Lic. Edilberto Escobar Cascante y Lic. Juan Antonio Rescia Chinchilla. Denunciantes: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-12-038 Declarar sin lugar el recurso de apelación. Diez  votos. Responsable: Fiscalía. Siete  votos. Responsable: Fiscalía. El Dr. Gary Amador Badilla, se encontraba fuera en el momento de la votación. 

1.13.- Expediente N°: 228-11 (5). Denunciado: Lic. Renato Ortiz Álvarez. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-12-039 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
1.14.- Expediente Nº: 627-09 (6). Denunciado: Lic. José Alberto Delgado Bolaños. Denunciante: De Oficio (Fiscalía de Nicoya). 
SE ACUERDA 2012-12-040 Suspender los procedimientos seguidos contra el Lic. José Alberto Delgado Bolaños, hasta tanto se resuelva la causa penal que se tramita bajo expediente número 09-002693-0414-PE, que se encuentra en trámite ante el Tribunal de Juicio de Nicoya, Sede Guanacaste. Lo acá dispuesto interrumpe el plazo del instituto de la prescripción y caducidad. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
1.15.- Expediente Nº: 750-11 (6). Denunciado: Lic. Javier Elmer Turcios Velásquez. Denunciante: José Ángel Anchia Aguilar. 
SE ACUERDA 2012-12-041 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
1.16.- Expediente Nº: 082-12 (6). Denunciado: Lic. Luis Fernando Rodríguez Alpízar. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso Civil de Hacienda). 
SE ACUERDA 2012-12-042 Rechazar de plano la denuncia y archivar el expediente. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

2.1.- Expediente Nº: 323-11 (1). Denunciada: Lic. Máximo Rojas López. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-12-043 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.2.- Expediente Nº: 800-11 (3). Denunciada: Licda. Carolina Quirós Chávez. Denunciante: De oficio (Juzgado de Familia y Penal Juvenil de Puntarenas). 

SE ACUERDA 2012-12-044 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.3.- Expediente Nº: 047-12 (3). Denunciada: Licda. Ana Soledad Briceño Ramírez. Denunciante: Karina Villalobos Fernández. 

SE ACUERDA 2012-12-045 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.4.- Expediente Nº: 045-12 (3). Denunciados: Lic. Fabián Ocampo Zamora y Lic. Álvaro Rogelio Segura Ruiz. Denunciante: Marco Vinicio Bonilla Artavia y otros. 

SE ACUERDA 2012-12-046 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.5.- Expediente Nº: 620-11 (3). Denunciados: Lic. Carlos Mora Calvo y Lic. Wilberth Picado Portugués. Denunciante: José Rodrigo Rivera Mora. 

SE ACUERDA 2012-12-047 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
2.6.- Expediente Nº: 017-12 (3). Denunciado: Lic. Dagoberto Morales López. Denunciante: Angélica Villalobos Quesada y otros. 

SE ACUERDA 2012-12-048 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.7.- Expediente N°: 148-12 (5). Denunciado: Lic. Jimmy Arias Dávila. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso). 

SE ACUERDA 2012-12-049 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.8.- Expediente N°: 635-11 (5). Denunciado: Lic. Helberto Moreira González. Denunciante: De oficio (Tribunal Contencioso). 

SE ACUERDA 2012-12-050 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.9.- Expediente N°: 657-11 (5). Denunciado: Lic. Eduardo Barboza Orias. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2012-12-051 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.10.- Expediente N°: 650-11 (5). Denunciado: Lic. Carlos González Campos. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-052 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.11.- Expediente N°: 264-11 (5). Denunciados: Lic. Francisco Campos Bautista y Licda. Rose Bouzid Jiménez. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José).

SE ACUERDA 2012-12-053 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
2.12.- Expediente N°: 366-11 (5). Denunciado: Lic. Ricardo Guido Mena. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-12-054 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
2.13.- Expediente N°: 752-11 (5). Denunciado: Lic. Rafael Gairaud Salazar. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-055 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
2.14.- Expediente N°: 761-11 (5). Denunciados: Lic. Carlos Arturo Terán París y Lic. Gabriel Zelada Chavarría. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Golfito). 

SE ACUERDA 2012-12-056 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.15.- Expediente N°: 802-11 (5). Denunciado: Lic. Carlos Pérez Carpio. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Heredia). 

SE ACUERDA 2012-12-057 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.16.- Expediente N°: 706-11 (5). Denunciado: Lic. Walter Chaves Olivares. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal Juvenil de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-058 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.17.- Expediente N°: 732-11 (5). Denunciado: Lic. Carlos Manuel Rivera Vargas. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Garabito). 

SE ACUERDA 2012-12-059 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.18 Expediente N°: 020-12 (5). Denunciado: Lic. Leonardo Díaz Rivel. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-060 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.19.- Expediente N°: 034-12 (5). Denunciado: Lic. Marco Antonio Cambronero Carmona. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-12-061 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
2.20.- Expediente N°: 038-12 (5). Denunciado: Lic. Jorge Arturo Quirós García. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal Juvenil de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-062 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
2.21.- Expediente N°: 251-11 (5). Denunciado: Lic. Elvis Eduardo Lawson Villafuerte. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2012-12-063 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.22.- Expediente N°: 487-11 (5). Denunciado: Lic. Rodolfo Segnini Sabat. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Nicoya). 

SE ACUERDA 2012-12-064 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.23.- Expediente N°: 132-11 (5). Denunciado: Lic. Luis Antonio Cubillo Pacheco. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Santa Cruz). 

SE ACUERDA 2012-12-065 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.24.- Expediente N°: 393-11 (5). Denunciado: Lic. Jorge Aquiles Brenes Mata. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Limón). 

SE ACUERDA 2012-12-066 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.25.- Expediente N°: 086-11 (5). Denunciado: Lic. Edgar Alberto García Quirós. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-067 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho votos. Responsable: Fiscalía.
2.26.- Expediente N°: 174-11 (5). Denunciado: Lic. Douglas Ruiz Gutiérrez. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal de San José). 

SE ACUERDA 2012-12-068 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Ocho  votos. Responsable: Fiscalía.
Al ser las veintiún horas con diez minutos se da por finalizada la sesión. 
     Dr. Gary Amador Badilla     
                               Licda. Rosibel Jara Velásquez
                 Presidente                                                                     Secretaria[image: image3.png]
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